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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 28 de abril de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Pablo Mieres (Vicepresidente). 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Roberto Conde, Glenda Rondán y Jaime Mario 
Trobo. 


ASISTEN: — Señora Representante Margarita Percovich y señor Representante Ronald Pais. 


INVITADOS: Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto señores contador Ariel Davrieux, Director; 
Orual Andina, Director del INE; y asesores licenciada Ximena Fernández y economista 
Tabaré Vera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pablo Mieres).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
(Es la hora 14 y 10) 


——La Comisión tiene mucho gusto en recibir al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
contador Ariel Davrieux, a la licenciada Ximena Fernández y al economista Tabaré Vera; cabe aclarar 
que luego llegará el Director del Instituto Nacional de Estadística, doctor Orual Andina. 


Los hemos invitado porque la Comisión desea conocer los planes y las estrategias que el Gobierno tiene 
previsto desarrollar, en particular, en el próximo invierno. Todos tenemos la sensación de que se mantiene la 
situación de emergencia social generada a partir de la crisis y, a diferencia del año pasado, cuando el proceso 
de crisis fue vertiginoso y las respuestas tuvieron que darse sobre la marcha, en esta oportunidad tenemos la 
posibilidad de una mayor previsión; asimismo, pensamos que también se podrá hacer una evaluación de lo 
transcurrido en el año anterior. 


Además, queremos conocer en términos generales las estrategias con relación a la pobreza, su diagnóstico y 
medición. 


Sabemos que en el ínterin desde que la Comisión envió la invitación hasta esta sesión, hubo una reunión de 
alto nivel gubernamental -que se llevó a cabo el viernes pasado- para tratar este tema; sin duda, esto también 
será tratado en el día de hoy. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- En primer lugar, quiero excusar al 
Director del Instituto Nacional de Estadística por no estar presente. Lo que sucede es que, en principio, 
esta reunión iba a ser a la hora 15; el viernes a última hora tratamos de avisarle que se había 
modificado la hora de inicio de la sesión, pero como ya estábamos fuera del horario normal de 
funcionamiento, no lo pudimos ubicar. Hoy de mañana estuvimos en otras actividades y tampoco 
pudimos ubicarlo; tratamos de hacerlo antes de comenzar esta reunión. Por lo tanto, no tenemos toda 
la información al día sobre el trabajo del INE. 


La invitación que se nos cursó planteaba como primer tema las políticas sociales en general. No sé si vale la 
pena extenderse mucho en esto. Es conocido que las políticas sociales absorben la mayor parte del gasto 
público, pero están concentradas en la seguridad social. Los últimos análisis que ha hecho la Asesoría 
determinan que hasta el año 2001 -la información correspondiente a 2002 tendrá que esperar a que esté 
terminada la Rendición de Cuentas, es decir, al 30 de junio- la afectación del gasto público social 
representaba entre el 25% y el 26% del Producto Bruto Interno, y algo así como dos tercios y algo más del 
70% -depende de los años- del gasto total. Luego de lo incluido en la ley_ de Presupuesto, la Asesoría de la 
OPP que tiene que ver con las políticas sociales trató de recopilar toda la información -cada renglón de los 
cuadros que traje representa un Programa y lo que ha hecho en cada momento-; también la ha sistematizado 
en forma más amplia que la OPP. Hasta el año 2000, nuestra Oficina llevó información sobre el Gobierno 
central y los organismos de seguridad social. De acuerdo con las Resoluciones que se adoptaron en su 
momento, se agregó la información de las Intendencias y de las empresas públicas que prestaban servicios 
sociales; en este sentido, las Intendencias trabajan bastante con el saneamiento y el equipamiento urbano 
vinculado al área social. 


La información que tenemos es que hasta el año 2001 se mantiene esa estructura. En nuestros cuadros esto 
está distribuido por asignaciones, por áreas, por organismos -educación, seguridad, salud, asistencia social, 
vivienda, otros gastos sociales-, si están en el presupuesto, si son propios de la seguridad social, de las 
Intendencias o de las empresas; luego mencionaremos las clasificaciones que la Comisión entienda del caso. 
Pensamos que en los años 2001 y 2002 se mantuvo la importancia de la dedicación del gasto público al área 
social. En particular, lo peculiar de estos años es que en base a algunos acuerdos internacionales también se 
previó especialmente el mantenimiento del gasto social en las áreas consideradas prioritarias, aun a pesar de 
los ajustes que pudiera haber en materia fiscal. Y se previó tanto en un acuerdo llamado de ajuste estructural 
con el Banco Mundial -los acuerdos tienen otro nombre, pero se trata de lo mismo-, como en un acuerdo de 
un préstamo sectorial del Banco Interamericano de Desarrollo, el establecimiento de un determinado listado 
de programas protegidos, entendiendo protegidos por la necesidad de reducir el gasto público. Esos 
programas son de distinta magnitud. En el caso del Banco Mundial más que nada se trataba de programas 
ligados con la infancia y con la alimentación, es decir, los más básicos y su monto no era demasiado 
importante, oscilaba en el orden de los US$ 150:000.000 anuales. En cambio, los programas vinculados con 
el préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo fueron bastante más voluminosos, llegando a una cifra 
de varios centenares de millones de dólares, es decir, más próxima a US$ 1.000:000.000 que a 

US$ 500:000.000. Dado que hacemos un seguimiento detallado y bimensual de cada uno de los programas, el 
resultado que tenemos es que efectivamente se superaron, en su conjunto, los niveles de gastos 
comprometidos. Siempre existe algún programa que se enlentece porque son inversiones que se atrasan, pero 
en su conjunto superan ampliamente el gasto. Entonces, en su conjunto el año 2002 mantuvo la tradición de 
importancia dedicada al gasto social y todavía más específicamente vinculados a préstamos que son muy 
importantes. En su conjunto estos dos préstamos representan un total de crédito externo de US$ 800:000.000 
y solo se pueden utilizar en la medida en que se satisfacen los aspectos sociales. Esto está ligado tanto a la 
intención del gobierno como a la política de los organismos internacionales que, aun en apoyos que tenían 
que ver más que nada con la situación financiera y bancaria, entendía que era de importancia mantener, 
dentro de una restricción general, los programas vinculados al área social. Dentro de esos programas uno de 
los más importantes a los que se dedicó fue al área de alimentación, lo que está vinculado con la 
preocupación de la Comisión. Ese programa implicó erogaciones importantes. El último refuerzo de rubro 
solicitado por el Instituto de Alimentación en el mes de noviembre del año pasado fue de $ 400:000.000 y 


tenemos los datos de la cantidad de personas atendidas dentro de cada programa del Instituto de 
Alimentación. 


En su totalidad, en el año 2002 los programas de beneficiarios llegaron a 247.478, partiendo de cifras del 
orden de 200.000 personas a 220.000 en años anteriores. Esto fue a través de programas tales como el CAIF 
y de programas generales de canasta y demás. 


Sobre el año 2002 no podemos dar demasiada información, salvo esta que hemos solicitado al Ministerio de 
Trabajo, luego de que la Comisión nos pidiera que asistiéramos para dar información. 


A continuación me voy a referir a lo que se está haciendo para este año. Como decía el señor Presidente, la 
experiencia ayuda a prepararse para esto y existen dos tipos de trabajos que se están efectuando. Por un lado, 
el trabajo específico del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a través del Instituto de Alimentación, de 
acuerdo con la experiencia del año anterior, los costos que esto implicó y el tipo de atención que daba, ha 
llegado a la conclusión -al menos esta es la opinión del Director del Instituto- que el programa si bien es útil 
puede ser mejorado en el sentido de que los programas están orientados por personas y no por familias. En 
consecuencia, puede resultar más conveniente en el caso de familias que cuentan con varias personas con 
necesidad de ser atendidas, a las que se les puede dar un mejor tratamiento, tal vez al mismo costo o con un 
costo ligeramente superior -estas son las palabras del Director-, pero básicamente las canastas están 
compuestas por determinados alimentos que consideramos en si mismos son buenos, tal vez no para una 
persona pero para algo más que una persona, pero cuando se acumulan tres o cuatro en una misma familia, 
hay un exceso de determinados tipos de alimentos. Es conveniente brindarlos en menor cantidad para una 
familia y, en cambio, complementarlo con otros alimentos más convenientes. Ya el Instituto de Alimentación 
tiene preparados estos programas; ya ha tomado las providencias de solicitar los recursos necesarios y los 
pidió para invierno en el mes de febrero, quiere decir que se adelantó bastante porque se pensó que a veces 
las cosas llevan su tiempo y su trámite. 


Por otro lado, como decía el señor Presidente, el día viernes fue la primera reunión. Podemos hablar de 
resultados en una reunión donde participaron algunos Ministros como el de Trabajo, el de Salud Pública, el 
de Educación, el de Vivienda, el de Economía, el de Ganadería, el secretario de la Presidencia, el Director de 
Planeamiento y Presupuesto y los centros CAIF. Todos están vinculados a programas de asentamientos, de 
familia, al Instituto Nacional de la Juventud, a la atención de gasto social y, en particular, de emergencia. Allí, 
se plantearon algunas iniciativas en términos de fortalecer la alimentación, en particular, de los niños, 
considerando sus mayores necesidades y el hecho de que parte de los ellos, sobre todo los que no están 
integrados a un sistema formal como ANEP -en el cual se ingresa a los cuatro años- o no están captados por 
los centros CATF, en general, no son alcanzados por los programas existentes. 


En ese sentido, el Ministerio de Economía y Finanzas ofreció un apoyo especial a través del suministro de 
recursos adicionales para la alimentación, en especial, leche complementada con vitaminas y demás, que se 
entendió podía ser un nuevo aporte para el mejoramiento de la situación. Esa Comisión recién se integró -y 
en ese momento se dictó el decreto correspondiente- y tiene prevista una reunión para el lunes de la semana 
próxima. 


Por lo tanto, se están tomando las medidas en previsión a atender de una mejor forma, de una forma 
sistemática, más coordinada y tratando de llegar a aquellos ámbitos donde a veces no se llega; por ejemplo, a 
través de la educación por la edad de los niños. En ese sentido, hay un ofrecimiento específico por parte del 
Ministerio de Salud Pública, que a través de la atención de los niños y embarazadas tienen más acceso, más 
conocimiento de quienes están en determinadas edades y todavía no son captados ni aun por los centros 
CAIF, que comienzan a trabajar con niños en edades de menos de un año o de uno a dos años. 


En cuanto a las mediciones de pobreza, tengo en mi poder un material que fue publicado por el INE hasta el 
año 2001, en el cual, a través de una metodología publicada oportunamente, señala familias y personas que 
están debajo de la línea de pobreza, distribución por edades, etcétera. Esto está disponible en la página Web 
del INE, que está trabajando y tiene datos preliminares pero no definitivos para tratar de determinar la 
evolución de la población bajo la línea de pobreza en el año 2002. Todos esperábamos, y las cifras 
preliminares así lo indicaban, que habiendo una disminución importante del producto -más del 10%, el 
porcentaje de personas bajo la línea de pobreza aumentara en el año 2002. 


Este es el planteo general del tema. Las personas que me acompañan trabajan más directamente en estos 
aspectos, por lo que podrán dar más detalles sobre cada uno de los puntos. 


Quedamos a disposición de la Comisión para suministrar los datos que se entienda convenientes. 


SEÑOR TROBO.- Antes que nada, queremos agradecer la visita del señor Director de Planeamiento y 
Presupuesto y de quienes lo acompañan. 


Quisiera formular una pregunta al señor Director de Planeamiento y Presupuesto más bien de apreciación, de 
carácter personal, que creo va en la línea de preocupación que tiene esta Comisión. 


Quisiera saber si el señor Director de Planeamiento y Presupuesto -que tiene una larguísima experiencia a 
cargo de esa oficina, que es en la que identificamos el área de la Administración Central, pero fuertemente 
vinculada también a la Administración descentralizada en la fijación de líneas de acción política hacia el 
futuro en su condición de organismo de planeación- entiende que realmente en el Uruguay estamos 
realizando un gasto racional, una inversión adecuada, optimizando los recursos que destinamos al área social. 


El año pasado, la Comisión realizó un trabajo -en el que yo no participé, pero debo decir que es de un valor 
incalculable- identificó en las distintas expresiones de la Administración Pública una cantidad de áreas en las 
cuales se realiza en forma permanente inversión de recursos públicos; en algunos casos, la misma inversión, 
con el mismo destino, a través de distintas organizaciones del Estado, obviamente, con una descoordinación 
que seguramente tiene como consecuencia un gasto algo inadecuado. Francamente, me interesa saber su 
opinión al respecto. 


También, me interesa saber, pues me ha sorprendido de buena manera la estructuración de un acuerdo o de 
una línea de acuerdo entre los actores del sector público que tienen que ver con el gasto social o -por decirlo 
de algún modo-, de la inversión social, por qué llega tarde esa resolución, cuando el Parlamento planteó hace 
ya más de un año -inclusive integrando una ley que aprobó con voto de todos los partidos- la creación del 
gabinete social. Es decir, un ámbito en el Poder Ejecutivo donde los Ministros que tienen que ver con los 
temas de carácter social deben o debían coordinar adecuadamente su gestión. 


En primer lugar, pido al Director de Planeamiento y Presupuesto su impresión personal al respecto y, en 
segundo término, esta información que realmente queremos conocer. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- ¿Cuál es la norma que establece el 
gabinete social? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No existe una ley. Aclaramos que lo que hay es un informe que aprueba la 
Cámara de Diputados de diagnóstico sobre las situaciones de pobreza, que incluye un capítulo de 
recomendaciones. Una de ellas es la instrumentación de un gabinete social. También, hay un proyecto 
de ley presentado, pero no ha sido objeto de aprobación. En realidad, jurídicamente no existe la 
obligación. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Pregunté si había una norma que 
establecía la creación de un gabinete social porque me interesaba saber cuál era para tratar de 
recordar a quienes debieran aplicarla, que lo hicieran; las normas se dictan para cumplirlas 


Evidentemente, no puedo resolver por el Poder Ejecutivo. Sin duda, el Poder Ejecutivo entendió que no era 
del caso integrar en forma permanente el gabinete social; no es una decisión en la que interviene el Director 
de Planeamiento y Presupuesto. No puedo dar elementos por los cuales el Poder Ejecutivo entendió del caso 
formar o no formar un gabinete social. La sensación que tengo es que el objetivo de esa coordinación es 
evitar gastar mal y mejorar la focalización en algunas zonas. Por ejemplo, se hablaba de las familias con 
niños pequeños que no estaban cubiertos institucionalmente, por definición. En ese caso, la definición es que 
no los toma la ANEP ni el Plan CATIF y, por lo tanto, todo un sector queda desguarnecido. Esto ese algo que 
consideramos importante. Pero me parece que lo que está faltando en Uruguay es un plan estratégico 
relacionado con las políticas sociales. La sensación desde el Parlamento es que si bien hay un conjunto de 
esfuerzos -algunos mejores, otros menos buenos; algunos más exitosos, otros menos exitosos; algunos 


eficaces y otros menos eficaces- no hay un concepto de diseño estratégico, lo que supone un plan con metas, 
con objetivos, con resultados evaluables en su conjunto, globalmente considerados. El Plan CAIF tiene su 
evaluación -me consta porque me ha tocado hacerla- y de repente algún otro programa también cuenta con 
sus mecanismos de autoevaluación y es importante que así sea porque significa un avance frente al desarrollo 
de acciones que no tienen medición directa, pero mirado globalmente, el Estado uruguayo, que gasta mucho 
en materia social y que hoy no puede gastar más, con más razón debe tener un diseño estratégico general. 
Como la restricción del gasto es tal, la pregunta es por qué no se puede constituir un plan estratégico. En mi 
opinión aquí se estaría dando un paso, pero habría tres pasos: desde la dispersión y la descoordinación, que 
genera superposiciones y huecos -es el diagnóstico que hicimos y que presentamos en el informe-, hasta la 
coordinación, que es lo que de alguna manera se trató en esa reunión. Y aplaudo que ésta exista, porque me 
parece un paso positivo, siempre y cuando no sea una sola reunión sino que haya continuidad. A veces sucede 
que se hace algo, se avanza, se resuelve un problema, pero se reúnen después que pasa mucho tiempo. Por 
esa razón, es bueno lo que anuncia el contador Davrieux acerca de que la semana que viene se reunirán de 
vuelta; ¡ojalá sea el comienzo de una acción continuada! 


También hay un paso superior que es el de la coordinación de esfuerzos y la optimización de recursos para el 
diseño de un plan estratégico de superación de las situaciones de pobreza. En ese sentido, me resulta 
imposible evitar recordar que hay ejemplos. En el caso de Chile, en la época de Aylwin, en el ámbito de la 
Presidencia de la República se creó una Secretaría dedicada especialmente a la pobreza. En el caso nuestro, 
creo que es un tema que no está en la prioridad de la agenda política, aunque hemos hecho varios esfuerzos 
en ese sentido. Supongo que los jerarcas encargados de los programas también tienen esa visión -muchos de 
ellos sí y otros no, en fin-, por lo que no creo que monopolicemos la preocupación en ese sentido, sino que es 
algo más general. Me parece que ese es un asunto importante que todavía está pendiente y que implica un 
paso previo en el que también hemos tenido un desencuentro -consta porque ha sido público- acerca del 
diagnóstico permanente. Creo que acá hay un problema y es el siguiente. Nosotros tenemos el instrumento, 
los insumos y los datos en bruto porque a través de la encuesta de hogares medimos una cantidad de variables 
sociales y económicas; también contamos con datos de la desocupación prácticamente en tiempo real y de la 
misma manera podríamos tener datos sobre la pobreza en tiempo real pero no es así. Y creo que eso es parte 
de esa sensación de que la prioridad asignada al problema no es la misma en una preocupación que en otra. 


Concretamente, la pregunta es si esta área de coordinación tiene arriba de la mesa un diagnóstico actualizado 
acerca de cómo ha evolucionado la pobreza en el último tiempo, dónde está focalizada -en más o en menos- y 
a qué tipo de familias afecta. Asimismo, nos gustaría saber si tienen una visión general y clara de dónde 
existen hoy las principales urgencias. Si lo que vamos a optimizar son los recursos asignados, la premisa es 
que exista una idea bien clara de dónde están los principales problemas desde el punto de vista del 
diagnóstico. A su vez, quisiéramos saber de qué época son los datos más cercanos, cómo podemos 
registrarlos y si se está procediendo a una actualización. 


Finalmente: ¿existe la posibilidad de que de esta coordinación emerja un plan estratégico o la idea es, 
simplemente -lo que ya es bastante-, que esta coordinación permanezca en el nivel de acuerdo entre los 
recursos? 


Por último, ¿existe la posibilidad de que en algún momento haya un organismo, un Ministerio, que se 
encargue de llevar adelante esta problemática, o la idea es -en todo caso, como todo, es discutible- seguir 
manteniendo una diversidad de centros institucionales relacionados con el tema de las políticas sociales? 


SEÑORA PERCOVICH.- Complementando las preguntas formuladas por el señor Diputado Mieres, 
quisiera saber si en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, al ser un organismo con capacidad de 
almacenar tantos datos -más allá de que no es la que debe decidir-, hay posibilidades también de 
detectar en los programas ya existentes -son las preocupaciones inmediatas que surgen a través de los 
últimos hechos ocurridos- cuáles son los nudos de dificultades para atacar los problemas concretos, 
para hacer un diagnóstico de las cosas que implicarían recursos -ya sea otro tipo de funcionariado, 
capacitación- o simplemente una mejor redistribución de los recursos existentes. A su vez, quisiera 
saber si la Oficina de Planeamiento y Presupuesto está en condiciones de hacerlo. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Quisiera hacer alguna reflexión, ya 
que muchos de los temas tratados fueron reflexiones y no preguntas. La idea que me pareció que en 
algún momento surgía -no creo que sea la intención- es que no había habido ningún tipo de 


preocupación sobre cuáles eran los puntos sociales claves o cierta estrategia social por el hecho de no 
existir algún organismo conjunto especializado en esa área. Digo esto porque, en definitiva, el Consejo 
de Ministros es una reunión de Ministros del área social y de alguna otra área más, pero no son 
muchas más. 


En primer lugar, se parte de una acción previa del Gobierno, de un diagnóstico -si es que quieren usar esa 
palabra- de que efectivamente el gasto social es muy alto y de que una parte importante de éste es destinada a 
cubrir necesidades de la gente de mayor edad, lo cual proviene tanto del hecho objetivo de que en el Uruguay 
vivimos más -o sea de que tenemos más gente de mayor edad- como de la preocupación por atender sus 
necesidades. En consecuencia, fuera de los gastos dirigidos propiamente a la niñez y a la maternidad en Salud 
Pública, a la maternidad y a la lactancia y a los gastos de educación a través de ANEP, la orientación del 
gasto se ha hecho más hacia personas de más de sesenta años que para las de menos de quince. Eso parece 
muy claro, pero hay que pensar que no estuvo dentro de las consideraciones del Gobierno. De hecho, uno de 
los Programas que inicia recién ahora, en 2003, fue planteado como una idea de desarrollar la ley de 
presupuesto. El Programa de Infancia y Familia se presentó como propuesta en agosto de 2000 y fue 
aprobado que se llevara adelante en enero de 2001. En marzo de 2001 comenzamos a elaborar la propuesta, 
pero luego, debido a complicaciones -es un programa bien complejo-, unos meses después derivó a la 
Secretaría de Presidencia. ¡Por fin! Vamos a considerarlo como positivo. 


Me parece importante algo que resaltó el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto: para operar 
un tema de estas características tiene que haber voluntad política. Sin lugar a dudas, no está en ningún cuerpo 
normativo; no está en la Constitución ni en ninguna ley la existencia de un gabinete social. 


El Director de la Oficina y Planeamiento y Presupuesto decía bien: verdaderamente, el gabinete económico 
no existe en forma institucionalizada pero funciona; sin embargo, el tema social hasta ahora pareció no estar 
en la agenda política. Esa es la primera reflexión que me parece importante señalar. ¡Bienvenido sea que 
después de dos años y medio se dé. 


También me parece honesto decir que uno de los impulsores -según tengo entendido, porque me tocó 
mantener una conversación primero y el martes pasado tuvimos una reunión con él-, uno de los operadores 
que entendió otra de las conclusiones de esta Comisión que era la superposición de rubros, fue el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. Esa es la segunda noticia que me parece importante que quede en la 
versión taquigráfica. ¿Por qué me parece importante? Porque lo social, divorciado de lo económico, no 
funciona. 


Aprendí en otra Comisión, porque me lo trasladó el propio Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, que esa Oficina opera, de alguna manera, cuando los actores políticos solicitan su participación. 
Entiendo que así funciona esta Oficina. Quiero formular dos reflexiones respecto a este tema que me parece 
no menor porque se relaciona con los análisis que en esta Comisión habíamos hecho actores políticos de 
todos los partidos. El informe fue aprobado por unanimidad de la Cámara y, por lo tanto, es una reflexión 
válida en esta Comisión de trabajo. El señor Director decía que no existe una ley que instale el gabinete 
social. Entonces, al final, vamos a tener que consagrarlo por ley. Me preocupa que si esto queda al vaivén del 
color de turno en el Gobierno haya una predisposición hacia lo económico y que lo social quede divorciado, 
como pasó en este Gobierno. Lo que no se accionó fue la voluntad política. 


Esto me lleva a la otra conclusión. En el peor de los momentos históricos -como constatamos el año pasado- 
en relación a algunos indicadores sociales del país nadie desde el punto de vista político consultó a la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. Sin embargo, me parece que estos indicadores deben tener una lectura en una 
repartición específica de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. O sea que nadie los consultó. Supongo 
que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto debe manejar con muchísima más precisión los indicadores 
que nosotros manejamos. Los datos que maneja el Director nosotros los recibimos hace tiempo de los actores 
políticos que vienen a la Comisión. Sin embargo, se constata que entre lo que se dice y lo que se hace hay 
algo que está fracasando. Y es lo que nos dice ahora el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Otro de los aspectos que me alegra es que en esta convocatoria el señor Director venga munido de material 
del área social de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En otras instancias no habíamos podido tener 
acceso a material con esa mirada social de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Rescato la importancia 
de que haya un área social porque hasta ahora siempre tuvimos miradas desde el área económica; al menos, a 


nivel parlamentario, el área social no es lo que más se ha resaltado. Reitero que lo numérico lo obtenemos de 
las reiteradas visitas de los actores políticos, pero a mí me interesa la mirada que -de haber voluntad política- 
se dirige desde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y las políticas que se planifican. Me parece que 
para eso tenemos un área social en la Oficina de Planeamiento y presupuesto. 


Estos son temas de evaluación no menores en un momento en que, desde aquí, todos los partidos hemos 
expresado la voluntad de ajustar este informe sobre la situación de pobreza en el país. Después de estas 
reflexiones y de haber escuchado el énfasis que el señor director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
pone sobre la existencia de programas sociales, recuerdo alguno que sido vastamente considerado en ésta y 
en varias Comisiones parlamentarias y que ha sido un rotundo fracaso: el Programa de Asentamientos 
Irregulares. Ya que tenemos la oportunidad de tener hoy esa mirada social de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, ¡vaya si me interesa saber -no los números sino en base a ellos y de accionarse una voluntad 
política de interpretación numérica- qué recomendaría la Oficina en uno de los momentos más duros desde el 
punto de vista social cuando, además, parece haber una lucecita prendida desde el punto de vista político en 
cuanto a la necesidad de avanzar! Supongo que el área específica de planificación no empieza de cero sino 
que hay un estudio de todos los indicadores. Me gustaría conocer esa recomendación a la luz de esta 
situación social y de esta primera voluntad política que, después de dos años y medio, recibimos desde el 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta es una buena oportunidad para ir más allá de los aspectos relacionados 
con la coyuntura. 


Creo que hemos tenido un desencuentro, que la señora Diputada Argimón señalaba recién, sobre el encare 
general de las políticas sociales. La sensación que uno tiene es que, de alguna forma, hoy estamos frente a 
una urgencia y se convoca a esta coordinación ¡que ojalá se convierta en permanente! No sé si esto nace de 
alguna reunión, por algún drama reciente o por una serie de circunstancias que se conjugaron pero lo cierto es 
que uno tiene la sensación de que, visto así -quizás la continuidad demuestre otra cosa-, parece una gota en el 
desierto. Nosotros tenemos un diagnóstico sobre la sensación de dispersión y de descoordinación, aunque no 
de ausencia de gasto. Es cierto que en este país hay recursos aplicados a las políticas sociales; en términos de 
análisis y de cuantificación, diría que son importantes. En algún momento eran muy importantes dentro de 
América latina, considerando que si uno deja de lado la seguridad social nuestro posicionamiento en la región 
pasa a un lugar bastante más bajo. Hay que considerar que si bien el pago de las jubilaciones cumple una 
función social importantísima, no cubre el conjunto de políticas sociales destinadas a las personas de menores 
recursos en el sentido más específico del término. 


La otra inquietud es la de cómo se maximizan los esfuerzos, tal como afirmaba el señor Diputado Trobo. No 
puedo entender, en clave de diseño de políticas públicas, que hayamos tenido un Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, un Banco Hipotecario y el Programa de Asentamientos 
irregulares. Es el aumento de la fragmentación desde la perspectiva de análisis de cómo se hacen las cosas. 


De todas maneras, supongamos que esta coordinación comienza a andar. La sensación que tengo es que el 
objetivo de esa coordinación es evitar gastar mal y mejorar la focalización en algunas zonas. Por ejemplo, se 
hablaba de las familias con niños pequeños que no estaban cubiertos institucionalmente, por definición. En 
ese caso, la definición es que no los toma la ANEP ni el Plan CAIF y, por lo tanto, todo un sector queda 
desguarnecido. Esto ese algo que consideramos importante. Pero me parece que lo que está faltando en 
Uruguay es un plan estratégico relacionado con las políticas sociales. La sensación desde el Parlamento es 
que si bien hay un conjunto de esfuerzos -algunos mejores, otros menos buenos; algunos más exitosos, otros 
menos exitosos; algunos eficaces y otros menos eficaces- no hay un concepto de diseño estratégico, lo que 
supone un plan con metas, con objetivos, con resultados evaluables en su conjunto, globalmente 
considerados. El Plan CAIF tiene su evaluación -me consta porque me ha tocado hacerla- y de repente algún 
otro programa también cuenta con sus mecanismos de autoevaluación y es importante que así sea porque 
significa un avance frente al desarrollo de acciones que no tienen medición directa, pero mirado globalmente, 
el Estado uruguayo, que gasta mucho en materia social y que hoy no puede gastar más, con más razón debe 
tener un diseño estratégico general. Como la restricción del gasto es tal, la pregunta es por qué no se puede 
constituir un plan estratégico. En mi opinión aquí se estaría dando un paso, pero habría tres pasos: desde la 
dispersión y la descoordinación, que genera superposiciones y huecos -es el diagnóstico que hicimos y que 
presentamos en el informe-, hasta la coordinación, que es lo que de alguna manera se trató en esa reunión. Y 
aplaudo que ésta exista, porque me parece un paso positivo, siempre y cuando no sea una sola reunión sino 


que haya continuidad. A veces sucede que se hace algo, se avanza, se resuelve un problema, pero se reúnen 
después que pasa mucho tiempo. Por esa razón, es bueno lo que anuncia el contador Davrieux acerca de que 
la semana que viene se reunirán de vuelta; ¡ojalá sea el comienzo de una acción continuada! 


También hay un paso superior que es el de la coordinación de esfuerzos y la optimización de recursos para el 
diseño de un plan estratégico de superación de las situaciones de pobreza. En ese sentido, me resulta 
imposible evitar recordar que hay ejemplos. En el caso de Chile, en la época de Aylwin, en el ámbito de la 
Presidencia de la República se creó una Secretaría dedicada especialmente a la pobreza. En el caso nuestro, 
creo que es un tema que no está en la prioridad de la agenda política, aunque hemos hecho varios esfuerzos 
en ese sentido. Supongo que los jerarcas encargados de los programas también tienen esa visión -muchos de 
ellos sí y otros no, en fin-, por lo que no creo que monopolicemos la preocupación en ese sentido, sino que es 
algo más general. Me parece que ese es un asunto importante que todavía está pendiente y que implica un 
paso previo en el que también hemos tenido un desencuentro -consta porque ha sido público- acerca del 
diagnóstico permanente. Creo que acá hay un problema y es el siguiente. Nosotros tenemos el instrumento, 
los insumos y los datos en bruto porque a través de la encuesta de hogares medimos una cantidad de variables 
sociales y económicas; también contamos con datos de la desocupación prácticamente en tiempo real y de la 
misma manera podríamos tener datos sobre la pobreza en tiempo real pero no es así. Y creo que eso es parte 
de esa sensación de que la prioridad asignada al problema no es la misma en una preocupación que en otra. 


Concretamente, la pregunta es si esta área de coordinación tiene arriba de la mesa un diagnóstico actualizado 
acerca de cómo ha evolucionado la pobreza en el último tiempo, dónde está focalizada -en más o en menos- y 
a qué tipo de familias afecta. Asimismo, nos gustaría saber si tienen una visión general y clara de dónde 
existen hoy las principales urgencias. Si lo que vamos a optimizar son los recursos asignados, la premisa es 
que exista una idea bien clara de dónde están los principales problemas desde el punto de vista del 
diagnóstico. Á su vez, quisiéramos saber de qué época son los datos más cercanos, cómo podemos 
registrarlos y si se está procediendo a una actualización. 


Finalmente: ¿existe la posibilidad de que de esta coordinación emerja un plan estratégico o la idea es, 
simplemente -lo que ya es bastante-, que esta coordinación permanezca en el nivel de acuerdo entre los 
recursos? 


Por último, ¿existe la posibilidad de que en algún momento haya un organismo, un Ministerio, que se 
encargue de llevar adelante esta problemática, o la idea es -en todo caso, como todo, es discutible- seguir 
manteniendo una diversidad de centros institucionales relacionados con el tema de las políticas sociales? 


SEÑORA PERCOVICH.- Complementando las preguntas formuladas por el señor Diputado Mieres, 
quisiera saber si en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, al ser un organismo con capacidad de 
almacenar tantos datos -más allá de que no es la que debe decidir-, hay posibilidades también de 
detectar en los programas ya existentes -son las preocupaciones inmediatas que surgen a través de los 
últimos hechos ocurridos- cuáles son los nudos de dificultades para atacar los problemas concretos, 
para hacer un diagnóstico de las cosas que implicarían recursos -ya sea otro tipo de funcionariado, 
capacitación- o simplemente una mejor redistribución de los recursos existentes. A su vez, quisiera 
saber si la Oficina de Planeamiento y Presupuesto está en condiciones de hacerlo. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Quisiera hacer alguna reflexión, ya 
que muchos de los temas tratados fueron reflexiones y no preguntas. La idea que me pareció que en 
algún momento surgía -no creo que sea la intención- es que no había habido ningún tipo de 
preocupación sobre cuáles eran los puntos sociales claves o cierta estrategia social por el hecho de no 
existir algún organismo conjunto especializado en esa área. Digo esto porque, en definitiva, el Consejo 
de Ministros es una reunión de Ministros del área social y de alguna otra área más, pero no son 
muchas más. 


En primer lugar, se parte de una acción previa del Gobierno, de un diagnóstico -si es que quieren usar esa 
palabra- de que efectivamente el gasto social es muy alto y de que una parte importante de éste es destinada a 
cubrir necesidades de la gente de mayor edad, lo cual proviene tanto del hecho objetivo de que en el Uruguay 
vivimos más -o sea de que tenemos más gente de mayor edad- como de la preocupación por atender sus 
necesidades. En consecuencia, fuera de los gastos dirigidos propiamente a la niñez y a la maternidad en Salud 
Pública, a la maternidad y a la lactancia y a los gastos de educación a través de ANEP, la orientación del 


gasto se ha hecho más hacia personas de más de sesenta años que para las menores de quince. Eso parece 
muy claro, pero hay que pensar que no estuvo dentro de las consideraciones del Gobierno. De hecho, uno de 
los programas que se inicia recién ahora, en 2003, fue planteado como una idea a desarrollar en la ley de 
presupuesto. El Programa de Infancia y Familia se presentó como propuesta en agosto de 2000 y fue 
aprobado que se llevara adelante en enero de 2001. En marzo de 2001 comenzamos a elaborar la propuesta, 
pero debido a complicaciones -un programa bien complejo-, unos meses después derivó a la Secretaría de 
Presidencia. Ese programa está dirigido, precisamente, a distintos niveles, no solo a la población de hasta 
quince sino de diecisiete años, con distinta situación de riesgo. Los menores de cinco años tienen 
determinados problemas, los que están entre cinco y quince años, otros, y los demás de quince años, 
incluyendo la maternidad adolescente, también crean problemas diferentes. 


Es decir, la preocupación estratégica de adónde orientar estas políticas, es uno de los puntos; el área social no 
bien atendida, se encaró desde el principio de la gestión del Gobierno. 


Otro punto que se da en las distintas áreas del gasto social y que se planteó desde el comienzo de la actuación 
de este Gobierno, tiene que ver con la preocupación del estado del sistema de salud, donde también se aplicó 
una estrategia de cambio. En tal sentido, se gestionaron programas y se inició, a fines del año pasado, el 
apoyo a instituciones privadas -a pesar de que sean colectivas, son privadas- de atención de la salud que 
presentaban dificultades, luego de diagnosticar cuáles eran sus problemas y de formular un programa para 
cada una de ellas, y en función de esto resolver los distintos apoyos, en los cuales el Poder Ejecutivo -por 
supuesto, con el apoyo del Parlamento porque se trata de una acción que no puede llevar adelante solo el 
Gobierno- utilizó fondos internacionales para pagar deudas privadas -caso bien extraño- o para adelantar 
fondos con los cuales luego se concederán préstamos para apoyar organizaciones privadas, que serán 
colectivas, pero no son organismos públicos. Es decir, se utilizan fondos públicos para apoyar instituciones 
privadas y no en base a una cosa imaginada de golpe, sino a algo que también fue planteado en el 2000, que 
comenzó a estudiarse en el 2001, se obtuvieron los fondos y a fines del 2002 comenzaron a aplicarse. 


En cuanto a la enseñanza, Primaria y Secundaria, la discusión más bien está centrada en si los cambios de 
sistemas o la estructuración de programas responden a lo mejor; eso siempre se puede discutir, pero por 
supuesto entiendo que no se puede decir que no hay una preocupación ni una estrategia de cambio. 


Entonces, en cuanto a la estrategia, desde el punto de vista de una visión de conjunto de la sociedad de 
adónde orientar los cambios marginales, uno no puede decir elimino un organismo público totalmente y creo 
otro de la nada y de inmediato. Los cambios en la marginalidad en matera social que se están dando van en 
determinado sentido y marcan hacia dónde se orienta la estrategia del Gobierno. 


Por otro lado, cuando se habla de la ausencia de un mecanismo de coordinación que por momentos ha sido 
planteado como coordinación ejecutiva, se hace referencia a un nuevo instrumento de coordinación. Por lo 
menos la gente de Planeamiento ha estado en no menos de quince comisiones, en las cuales se trabaja en 
áreas sociales cuando existe convergencia de temas, es decir, cuando hay asuntos que no solo corresponden a 
un área. Por supuesto, si se trata de dar clases, ese tema corresponde a ANEP o al Ministerio de Educación y 
Cultura, o de atender enfermos, a Salud Pública. No obstante, cuando comienzan a aparecer problemas 
relacionados con salud pública y educación o con atención al delito, con la violencia doméstica, con la 
seguridad social, etcétera, existen -podemos dejar material relacionado con este particular- al menos quince 
organizaciones que colaboran, por ejemplo, los Centros CAIF, por nombrar un caso que conoce muy bien la 
señora Diputada Argimón. Además, están el INAME, INDA, las Intendencias, las ONGs. 


SEÑORA ARGIMÓN.- En honor a la verdad, digo que no nos estamos entendiendo con el contador 
Davrieux, que hablamos distintos lenguajes. 


Cuando el contador Davrieux habló del INAME se refirió a las coberturas, tema que no me parece menor 
para alguien que conoce el Estado como usted. En realidad, el INAME, por ley, es el organismo rector de las 
políticas vinculadas con la infancia; que en los hechos, por el nivel de cobertura, lamentablemente se 
visualice como el organismo que atiende a los niños vulnerables, es otro tema. ¡Vaya si sería importante, para 
esta coyuntura histórica, que el papel del INAME fuera reconocido, como fue la voluntad del legislador: el 
organismo rector de las políticas vinculadas con la infancia! Que este reconocimiento proviniera del propio 
Estado serviría para mucho -no olviden que habla quien de alguna manera padeció esta situación- porque 


sería un aliado estratégico de planificación. Muchas veces se desmerecen las estructuras del Estado por tener 
una visión errada de lo que es el INAME., 


La disertación del contador Davrieux me lleva a hacer una pregunta concreta. ¿Cómo justifico un área social 
desde Planeamiento y Presupuesto, si soy la oficina que, como dijo el contador Davrieux, acciona las 
consultas si existe voluntad política? Si como actor político -Ministro, Presidente o quien sea- observo que 
hay determinados indicadores en materia social que me alertan sobre determinadas situaciones, pienso que 
recurriría a una oficina a la oficina estratégica que tengo dentro del Estado que tiene la suerte de contar, 
además de toda la información, con un componente económico; debe ser el único lugar del Estado de donde 
podemos tener esas miradas conjuntas desde bien arriba 


Entonces, si realmente hubo voluntad política pregunto cuál fue el trabajo realizado con todo lo que está 
estudiando esta Comisión. El mismo contador Davrieux ha dicho que han trabajado como en quince 
comisiones porque está todo superpuesto y me consta que esa es la realidad. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Nosotros no participamos de esas 
comisiones sino que hacemos su relevamiento. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Es real que está todo superpuesto, porque son ejes temáticos que se 
entrecruzan. 


Entonces, quiero hacer una pregunta que seguramente será la licenciada Fernández quien contestará mejor 
que nadie. ¿Qué me pueden decir del aporte del área social de Planeamiento y Presupuesto? ¿Qué sugerirá el 
contador Davrieux si fuera consultado por esa comisión de ejecución de políticas sociales del Poder 
Ejecutivo? ¿Qué nos recomienda la Oficina de Planeamiento y Presupuesto habida cuenta la mirada que 
tiene? 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- El problema es que la pregunta de 
la señora Diputada Argimón no es menor y trataría de derivarla describiendo en qué trabajamos 
nosotros y cuáles son mis experiencias en los distintos temas. 


Por ejemplo, en este Gobierno pensamos que las políticas había que orientarlas hacia la niñez, los gastos en la 
marginalidad y demás, pero en el anterior, el centro estuvo claramente establecido en la educación y eso se 
mantiene en el actual. En términos de la llamada inversión, hemos dado una amplitud un poco mayor que los 
cementos y los ladrillos, ya que también hemos llamado inversión a la dedicación especial a la capacitación 
de la gente. En ese sentido, ANEP, luego de tener aproximadamente el 15% del nivel de gastos del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, hoy tiene prácticamente el mismo. Este Ministerio 
hoy mantiene su nivel de gastos en términos reales -bajó en dólares-, mientras que ANEP ha multiplicado por 
cinco sus gastos de formación y capacitación en Primaria, Secundaria, en la Universidad del Trabajo, 
etcétera. 


Es decir, las visiones las presentamos en cada caso y con una perspectiva de enfoque general y no de los 
próximos tres o seis meses. Normalmente, esa tarea de previsión y de proyección el Gobierno la hace al 
principio del período, cuando se plantea hacia dónde irá el gasto público, cuánto irá para educación, salud, a 
menores y demás. Cuando decía que actuamos a solicitud de otras parte, no quisiera exagerar. Tenemos 
determinadas obligaciones y competencias constitucionales que debemos cumplir. Además, la Constitución 
deja un pequeño resquicio que ha sido enormemente usado: se tiene que hacer todo lo que ordena le ley y los 
decretos. Entonces, a través de las leyes, nos han ido encomendando nuevas tareas que tratamos de cumplir al 
igual, sin duda, que los decretos. Luego aparecen nuevas obligaciones por decreto que son las que 
mencionamos y en las que actuamos a pedido, lo que no quiere decir que no hagamos ninguna propuesta. 


SEÑOR VERA.- Cuando se habla de políticas sociales se puede hacer referencia a muchas cosas. Por el 
carácter que tiene el trabajo que hacemos creo que hay que resaltar un elemento que no es menor. La 
ejecución de una estrategia en políticas sociales también supone llevar adelante reformas estructurales 
que hacen que dichas políticas sean sostenibles a largo plazo. Esa es un área privilegiada de trabajo 
pues desde hace mucho tiempo la Oficina de Planeamiento y Presupuesto trabajó decisivamente en la 
reforma de la seguridad social. Ustedes saben que el gasto en reforma de seguridad social estaba en 


una senda explosiva, podía llevar a la catástrofe al país y, básicamente, crear la imposibilidad de 
pensar en cualquier otra política social. En ese proceso de reforma estructural es donde trabaja la 
Oficina de Planteamiento y Presupuesto, más allá del direccionamiento presupuestal de distintos 
fondos a partir de situaciones y eventualidades que se crean por coyunturas especiales. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera saber en qué momento la Oficina de Planeamiento y Presupuesto empieza 
a trabajar intensamente en el tema de la reforma del sistema previsional. Es decir, cuándo el tema de la 
reforma de la seguridad social se toma como una responsabilidad plena para poder ponerla en marcha. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- No puedo dar información precisa 
de lo que ocurrió en el período 1990-1994. Pero quiero decir que ha sido una tarea continua en los 
últimos ocho años. 


En el período señalado anteriormente, participé en las negociaciones pero más bien el tema venía por el área 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el BPS. 


SEÑOR TROBO.- Mi pregunta es ¿desde 1985 hasta 1990 la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se 
encargó de este tema o no? 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Tuvo una pequeña participación 
tomando una iniciativa que no prosperó; un proyecto de ley presentado en el año 1987. Era una tarea 
personal del Director de la época. 


SEÑOR VERA.- Como ejemplo de esas políticas de estrategias a largo plazo vinculadas a las reformas 
estructurales en el ámbito de coordinación interinstitucional para desarrollar el nuevo sistema de 
seguridad social se creó una Comisión que funciona en la Oficina de Planteamiento y Presupuesto 
desde el momento en que se votó la reforma. 


Como otro ejemplo, a partir del año 2000 era claro -independientemente de las situaciones creadas el año 
pasado- que la salud necesitaba una atención especial a efectos de proceder a reformas estructurales que la 
hicieran viable a mediano plazo. La Oficina de Planteamiento y Presupuesto, en atención al desarrollo de esa 
estrategia de mantener y adecuar las grandes políticas de seguridad social que sigue el país y en coordinación 
con el Ministerio de Salud Pública, hizo el diagnóstico y en el momento ejecuta proyectos que pueden ser 
evaluados bien o mal. No podemos olvidar que tenemos un sistema previsional que todavía tiene que ser 
adecuado en alguno de sus componentes y ahí la coordinación de todos los esfuerzos interinstitucionales -que 
les aseguro que son muy complicados- a los efectos de adecuar lo que queda del sistema previsional 
uruguayo a las pautas votadas en el año 1996. 


Hay trabajos de largo plazo y permanentes que se vinculan a las políticas sociales y que obedecen a una 
estrategia de Gobierno. Son parte de las tareas donde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y su área de 
asesoría social participan con otras instituciones. Muchas veces la mejora o la optimización de los recursos 
pasa por hacer reformas estructurales, sin olvidar el gran esfuerzo que se está haciendo en estos momentos 
con éxitos que esperamos que vengan pronto y que la OPP ha estado en su elaboración y ejecución en una 
política que ha sido largamente reclamada. 


Ayer leí en la prensa una síntesis de lo que piensan las distintas instituciones al respecto y este reclamo 
parece ser general: una política central de compras de medicamentos, materiales médicos e insumos de todo 
tipo que responden, evidentemente, a sostener la viabilidad de una de las políticas sociales más progresivas 
del país como es el gasto en salud pública. Todo eso es necesario hacer a efectos de viabilizar las políticas 
sociales, de asegurar su mantenimiento a largo plazo y mejorar, a corto plazo, la calidad de ese gasto. Es un 
renglón no demasiado publicitado, que insume grandes esfuerzos desde el punto de vista de la Oficina y una 
tarea de coordinación interinstitucional muy amplia, trabajosa pero que nunca ha significado un gran 
obstáculo para empezar a lograr los objetivos en cuanto a la transformación estructural que necesitan las 
políticas sociales para mejorar su eficiencia. Quería poner sobre la mesa este tema porque creo que vale la 
pena que se tenga en cuenta. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Desde otro punto de vista y tratando de responder a las preguntas de la 
señora Diputada Argimón, debo decir que lo que hace la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en 
materia de políticas sociales son, en primer lugar, tareas de evaluación. ¿Cómo las hace? Las lleva 
adelante mediante otras acciones que son de relevamiento. 


Por un lado, está el PRIS, artículo 66 de la Ley N” 17.296. Este relevamiento y análisis de los programas 
sociales con endeudamiento externo lo hicimos el año pasado y lo volveremos a hacer este año. A esto hay 
que sumar un trabajo de largo plazo que tiene que ver con el relevamiento de todos los programas sociales 
existentes en el país. El año pasado los relevamos a nivel nacional -tenemos el informe respectivo- y este año 
están en este proceso, incluyendo las Intendencias Municipales; ya hemos relevado 178 programas y, en total, 
llegaremos a 230. 


Esto significa el diagnóstico con seguimiento año a año, es decir, saber qué se está haciendo en el Estado en 
materia de políticas sociales, con sus principales características: beneficiarios, tipo de Programa, 
financiamiento, etcétera. 


Con esta base se trabaja en la evaluación, es decir, en saber dónde están las superposiciones y dónde están los 
huecos. Todo esto se realiza desde un punto de vista muy macro. Existe toda una serie de Comisiones que 
trabajan en la coordinación, que no es teórica sino práctica. Un ejemplo de esto es la prevención del delito. 
En el Estado ya no se usa aquello de que cada uno trabaja en su chacra. Cada nuevo programa es, casi 
automáticamente, seguido por un comité integrado por gente operativa -del mando me dio- que tiene como 
objetivo específico analizar cuáles son los puntos donde se puede trabajar conjuntamente y hacerlo. En este 
sentido, cada vez son más los casos. Ese fue un defecto; se puede mejorar mucho en el futuro y, sin lugar a 
dudas, ya se está haciendo. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto evalúa los programas sociales y los releva. Como ya dije, tenemos 
relevados todos los programas sociales ejecutados el año pasado y estamos en proceso de relevamiento de 
todos los programas sociales con sus características a nivel nacional y departamental para este año. 


A esto se suma el diseño de instrumentos a largo plazo. Aquí el gasto público social es importante. Existe un 
grupo que trabaja a fin de diseñar una metodología para que cuando hablemos de gasto público social nos 
refiramos siempre a lo mismo. Allí se integra no solo lo relativo al nivel nacional -como los Ministerios- sino 
también las empresas y las Intendencias. Esto supone una coordinación muy importante porque, en general, 
se cree que las diversas autoridades no son muy propensas a dar datos, sobre todo, en materia de presupuesto. 
En este caso, se organizó el grupo y no hay problemas con ninguna Intendencia ni con nadie; inclusive, ya se 
están procesando los datos correspondientes al año 2002. 


Desde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto también se está trabajando en la identificación de usuarios. 
Con respecto a los usuarios de salud pública ya tenemos identificación negativa, que es un clásico; implica 
saber si la persona está o no cubierta por una mutualista. Estamos trabajando mucho en la identificación 
positiva para poder racionalizar los aportes a Salud Pública. 


A esto se suma el Programa Vitral. Hay otro grupo -que también coordina a todas las partes involucradas- de 
cruzamiento de bases de datos sociales; estamos hablando del BPS, del los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Salud Pública. Este sistema de información está en 
funcionamiento primario como experiencia piloto. Esta fue una de las condicionantes del Banco Mundial; fue 
aprobado y juzgado como positivo, y se le están sumando otras bases de datos. 


Es decir que trabajamos a esos niveles: coordinación, relevamiento y evaluación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el resultado general del proceso de evaluación de los programas 
sociales? 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- En el relevamiento que estamos haciendo, las primeras conclusiones que 
sacamos... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me refería a lo relativo al relevamiento. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Lo que sucede es que a partir del relevamiento hacemos la evaluación de la 
situación en materia de gastos, de ejecución, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Existe algún informe de evaluación de los programas? 


SEÑOR VERA.- Todos los programas no se pueden evaluar a la vez; sólo lo hemos hecho con algunos. 
Los últimos que hemos evaluado son el SIAV y el INDA. En estos casos uno de los elementos 
fundamentales no es que haya superposición sino que se compra mal. Este es uno de los elementos que 
ha apoyado la creación de los centros de compras. 


También se ha evaluado Asignaciones Familiares desde el punto de vista de su focalización y como un 
elemento que antes de la reingeniería del BPS estaba con ciertas deficiencias. Como ustedes saben, hay un 
problema común a todas las políticas sociales: el control de legibilidad de los beneficiarios. Teníamos la 
oportunidad de mejorar mucho el control de legibilidad en asignaciones familiares porque se beneficiaba de 
todo el proceso de reingeniería del BPS y queríamos saber si efectivamente todo ese proceso había mejorado 
una política que, en el marco del Banco de Previsión Social, es una gota de agua en el océano. Nos parecía 
que por este mismo motivo podía haber quedado de lado sin que eso significara que era muy importante. La 
conclusión es que el programa de reforma de la seguridad social ha sido positivo en materia de control de 
legibilidad; aquí importa mucho la focalización, la transparencia y, sobre todo, la equidad de cada una de las 
políticas sociales. Desde ese punto de vista, nos encontramos con que efectivamente se ha mejorado mucho 
ese mecanismo; esto no quiere decir que no tengamos que seguir discutiendo cómo diseñar esa política. 
Como ustedes saben, desde el punto de vista de la seguridad social diseñar políticas y ampliar coberturas sin 
mejorar los mecanismos de legibilidad, es la mejor receta para caer en la mayor de las ineficiencias. Por este 
motivo estamos preocupados. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Estoy tratando de aterrizar la información que quienes nos visitan nos están 
proporcionando, a efectos de seguir con nuestro trabajo. 


Me parece que en base a los diagnósticos y a los estudios se deben hacer evaluaciones. Creo que las 
evaluaciones son muy importantes porque imagino -tal vez me equivoco, por eso hago las consultas del caso- 
que de ellas surgen las recomendaciones. Esta es mi interrogante; tal vez no he logrado trasladarla 
correctamente. Me interesa saber quién les recomienda el área social en la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Si yo fuera un actor político que tuviera que ejecutar las áreas que se están evaluando, ¿cuáles 
serían las recomendaciones? 


Quisiera saber en qué áreas han llegado a evaluaciones y dónde ya están en condiciones de hacer 
recomendaciones. Tal vez, hay una primer evaluación de un área y todavía no han podido hacer las 
recomendaciones. Creo que como ejecutor de política este aspecto es muy importante. 


Por otra parte, tengo la más absoluta certeza -no ya percepción- de que la situación social en el último año 
tuvo un cimbronazo muy importante que lleva a tomar medidas de planificación social. Tal vez, en otro 
momento, estas acciones pudieron demorar determinado tiempo, pero la situación actual amerita que las 
evaluaciones y las recomendaciones sean urgentes. Quisiera saber si de las evaluaciones tienen algunas 
conclusiones que hoy puedan señalar. Y otra pregunta es si a raíz de situaciones, que obviamente todos 
conocemos, hubo que realizar alguna evaluación, recomendación o sugerencia al Poder Ejecutivo de alguna 
de las áreas. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Efectivamente, el año pasado fue 
bien particular y si quieren pueden llamarlo negativo. Hubo una evolución fuertemente negativa del 
país. La evaluación inmediata surge del aumento de los índices de desocupación y de la mayor 
precariedad económica de la población. En consecuencia, todo eso llevó a tomar acciones inmediatas 
como fueron los programas que mencionábamos de emergencia, es decir, los de alimentación, que 
fueron llevados a cabo y que se relacionan con lo que ustedes planteaban como continuidad para este 
año. 


Por otro lado, esto llevó a compartir la evaluación -porque no son solo los organismos internacionales los que 
hablan; cuando pedimos un crédito lo pedimos nosotros- y a establecer la necesidad de mantener 


determinados gastos sociales que se identificaron y que crearon los programas protegidos, que no debían ser 
afectados por la caída de ingresos públicos. Al mismo tiempo que cae el producto al 10% caen los ingresos al 
10% y entonces los gastos -salvo que uno crea que puede haber un déficit infinito- deben reducirse. La 
selección de los programas a ser protegidos fue realizada y tiene que ver con las asignaciones, las 
alimentaciones, el programa CAIF y demás. Estos son los protegidos en el programa con el Banco Mundial. 
Programas protegidos con el Banco Interamericano de Desarrollo incluyen el seguro de desocupación y otros 
similares. Entonces, de hecho, esas recomendaciones ya fueron aplicadas. 


Ahora bien, en cuanto a lo que se está pensando como nuevo, adicional, para eso se citó a esta Comisión, que 
efectivamente tuvo iniciativas del Ministro de Economía y Finanzas y que trabaja en el mismo sentido. No es 
discorde que alguien pensara las cosas en forma distinta a lo que estaban haciendo otros, sino que representa 
algo agregado y bueno. Y es muy bueno que ello venga del Ministro de Economía y Finanzas. Me da no sé 
qué batirnos en parche al Poder Ejecutivo como integrante o asesor del mismo, pero efectivamente se trabaja 
en ese sentido. O sea, las cosas inmediatas, de acuerdo con las dificultades especiales y agudas del año 2002, 
no solo se recomendaron sino que se aplicaron. Ahora, ante el planteo del 2003 la permanencia de algunas de 
esas situaciones lleva a entender conveniente el mantenimiento de esas políticas. En cuento a las 
recomendaciones en el área social, en general y no en lo emergente, le cederé la palabra al economista Viera. 


SEÑOR VERA.- Hemos hecho algunas evaluaciones; tenemos recomendaciones y hay otras que están 
en curso. Además, hay algunas recomendaciones que ya dejaron de ser tales. Por ejemplo, frente a la 
reestructura del sector financiero se le pidió a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en 
coordinación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Ministerio de Economía y Finanzas, 
que hiciera una protesta a los efectos de solucionar el problema del seguro de desempleo de los 
empleados bancarios, lo cual ya dejó de ser una recomendación porque está vigente. 


Los cuatro proyectos presentados al Parlamento acerca de cómo adecuar cuatro de los cinco subsistemas de 
seguridad social que han quedado fuera de la reforma son recomendaciones que están a consideración de 
todos los señores Diputados. Uno de ellos ya dejó de ser una recomendación porque, si no me equivoco, fue 
aprobado por las dos Cámaras por unanimidad. Ese es el tipo de recomendaciones que se van haciendo cada 
vez que hay algún tema para tratar y resolver. Eso es una estrategia de larguísimo plazo y que tiene que ver 
con las reformas estructurales. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Escuché muy atentamente lo que expresaba el Director de Planeamiento y 
Presupuesto y sus asesores. 


Ratifico lo que venía pensando sobre el rol de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en todo este proceso. 
Asumo todo el tema y el aporte técnico pero, evidentemente, hay aspectos políticos que, por lo menos, no son 
lo que yo esperaba. Esto lo digo de frente y sin dar vueltas. 


Considero que un protagonismo concreto frente a las épocas que corrieron va mucho más allá de recomendar. 
Soy una ferviente defensora de lo que fue el seguro de desempleo de los trabajadores bancarios, pero me 
parece que la situación social amerita soluciones muy concretas. Y alguien que tiene la capacidad de mirar la 
situación desde... Pero esa es una reflexión personal. 


Me parece que ya que hay estudios y voluntad de trabajar en área específica como lo social desde la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto habría que aprovecharlo de otra forma. Pero bueno, eso forma parte de la 
voluntad política. 


Y creo que es bueno dejar constancias. Hemos participado de una reunión con el ex Ministro Bensión y la 
verdad es que no fue nada fácil el intercambio con el equipo económico en el tema social, a tal punto que 
recuerdo que uno de los recortes que se planificó en este Gobierno fue el subsidio a las asociaciones civiles 
que el Parlamento les otorgaba. Por lo tanto, tenemos mucho para intercambiar. Además, se trataba de algo 
que no incidía en el presupuesto nacional en forma importante, pero marcaba una voluntad política 
determinada. Prácticamente todos los partidos manifestamos que nos parecía que por ahí no tenía que 
caminar la salvación y las reformas estructurales. Obviamente, puedo coincidir con la revisión de la forma 
como se establecen esos subsidios, pero nos parecía que no era el momento más adecuado para hacerlo. Digo 
esto porque en una de las reuniones es el propio ex Ministro quien nos manifiesta que en realidad una de las 


preocupaciones del Banco Mundial -esto lo constatamos con técnicos que conocemos del propio Banco 
Mundial-, en este país y en todos con los que negocia, es que cuando existen programas alimentarios no se 
toquen las partidas alimentarias. Así que, en todo caso, lo que hubo fue una coincidencia de nuestro Gobierno 
con las autoridades del Banco Mundial, pero no es exclusividad de los uruguayos. Creo que fue muy bueno 
que el Gobierno uruguayo lo señalara, pero otros Gobiernos hacen exactamente lo mismo. Esto no me parece 
algo fuera de contexto. 


Sí me interesa que el Director de Planeamiento y Presupuesto y sus asesores nos puedan trasladar alguna 
información, porque ellos han mencionado su vasta tarea en rubros muy específicos como la seguridad social, 
las asignaciones familiares y todo lo relativo con la compra de alimentos y medicamentos, lo cual nosotros 
compartimos. 


De alguna manera, ¿existe la idea de visualizar -como decía el señor Diputado Mieres- una planificación lo 
más urgente posible, dándole una mirada integral a las políticas de Estado en materia social? Y no hablo 
estrictamente del Programa Infancia y Familia, que tiene financiamiento externo; hablo de los planes sociales 
que como país tenemos, es decir, darle una mirada integral al tema. A mí me interesa mucho saber la posición 
de los técnicos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto porque me parece que es un tema no menor en 
cuanto a estar a lo que las modernas estrategias indican en materia de planificación social, y mucho más 
teniendo en cuenta lo que invertimos en materia social. Entonces, ¿hay alguna recomendación, se está 
avanzando en el énfasis que el equipo técnico de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto pone en la 
planificación? 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- En primer lugar, quizás sea bueno 
reiterar que la visión de mediano plazo es más fácil plantearla o su formulación es más productiva al 
comienzo de un Gobierno que hacia su final. Esas líneas fueron establecidas hacia la niñez, hacia la 
salud y hacia el complemento de la reforma de la seguridad social. 


Los técnicos no tienen como tarea decidir en qué áreas actuar. Las quejas deben estar orientadas hacia los 
responsables políticos; aunque no soy político, soy de particular confianza del señor Presidente de la 
República y, en todo caso, sería mía la decisión en cuanto a dónde tendrían que volcarse los técnicos. Una 
vez determinado el tipo de programas que interesa proteger, como se planteó para el año 2002, se seleccionan 
los programas y se establecen las metodologías de supervisión y control para luego determinar el grado de 
cumplimiento de los objetivos y de eficacia y eficiencia con que se cumplen. Esa es la tarea que hacen ellos. 
No puedo decir más que eso, señora Diputada. 


La Oficina fija una línea general. Dada la situación en el año 2002 se fijó como objetivo contemplar áreas 
prioritarias y se trabajó en ellas; en el año 2003 continúa la acción en general. La Oficina no es un efector, no 
atiende en salud, ni en educación, ni en vivienda, sino que trata de coordinar acciones sobre líneas en su 
mayoría fijadas a través de leyes. Eso es lo que ocurre en materia de seguridad social y en el plan de 
vivienda, establecidos por ley. Es decir que las decisiones en ese campo son muy limitadas, al estilo de una 
coordinación ejecutiva como la que se plantea. En el campo general de las políticas sociales no puede haber 
un replanteo si no hay un disparador político, excepto que se diga que hay que cambiar la forma como se 
atiende la salud o la educación. Estamos concentrados en mejorar la atención de la salud o tratar de no perder 
la calidad de atención que tenemos; si hay alguna disminución de la calidad, debe ser la menor posible para 
salvaguardar el capital de las instituciones de esta área, mejorando los servicios de salud pública en su 
funcionamiento -según lo que entendemos-, como se ha planteado a través de distintos programas de 
descentralización y gestión de hospitales. 


Los técnicos sólo deberían informar los problemas que encuentran para pedir que se atiendan, mientras que la 
responsabilidad cae en la Dirección de la Oficina Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR CONDE.- El contenido de la conversación reafirma la necesidad de discutir este tema y algún 
día unificar bajo la dirección política de un ministerio de acción social o de bienestar social todo el 
desarrollo de las políticas gubernativas en este campo, sin menospreciar el rol asesor de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Sin embargo, no era este el tema al que quería referirme. 


Dado que la licenciada mencionó que realizaron el relevamiento de más de ciento setenta programas, 
quisiéramos contar con esa información a los efectos de hacer una evaluación con una mirada de conjunto de 
las políticas y de los programas. Sobre todo, nos interesaría analizar las conclusiones que redactamos en el 
primer informe enfocadas bajo este conjunto de programas. 


En segundo lugar, tenemos pendiente la discusión de dos o tres propuestas y algunos proyectos concretos 
sobre Asignaciones Familiares. Por lo tanto, si pudiéramos contar con la evaluación que se ha hecho del 
sistema, particularmente, en lo que hace a la identificación de los beneficiarios, para nosotros sería muy 
importante. 


Estas son dos solicitudes cuya respuesta agradecería mucho. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- El listado de programas está en 
proceso, pero la respuesta de todas las Intendencias estaría disponible en aproximadamente un mes. 
Esperamos poder hacerles llegar el listado en el mes de mayo. 


En cuanto a las evaluaciones, efectivamente, las del programa de Asignaciones Familiares y del SIAV están 
prontas; la que no está terminada es el del INDA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno contar con esas dos que están prontas. 
SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Se los haremos llegar. 


SEÑORA PERCOVICH.- La licenciada Fernández ha hecho un interesante punteo sobre los 
programas de evaluación, diseño e identificación de usuarios. Quisiéramos saber si con este 
relevamiento también hay alguna posibilidad de evaluar impactos sobre los grupos de usuarios o si está 
dentro de los roles de la Oficina sugerir esas evaluaciones de impactos de los programas; digo esto 
porque esa una de las falencias de los programas sociales. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- El relevamiento de programas sociales que estamos haciendo tuvo un 
antecedente el año pasado y se está perfeccionando este año. Actualmente, se solicita una información 
diferente que incluye la población objetivo, si hay una ejecución centralizada o no, etcétera. Ello 
permite mucha cosa al momento de hacer una evaluación. Habría que estudiar si se puede analizar o 
no el impacto. No puedo dar una respuesta rotunda porque el formulario que diseñamos tiene más de 
veinte preguntas y habría que ver qué cruzamientos se pueden hacer. Sí se habla sobre los resultados 
concretos de los programas en el período y la participación de la población; de manera que pensamos 
que sería posible. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- En cuanto a las sugerencias, éstas se 
pueden dar; ahora que las atiendan es otro tema. 


SEÑORA PERCOVICH.- Compartiendo lo dicho por la señora Diputada Argimón y por el señor 
Diputado Mieres, ¿uno de los roles de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no sería sugerir la 
evaluación de impacto y la construcción común de indicadores? 


SEÑOR VERA.- Eso está en línea con una preocupación general y mundial porque la evaluación de las 
políticas sociales no es un problema del Uruguay, ni de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, entre 
otras cosas, porque hasta desde el punto de vista metodológico resulta difícil. Sin embargo, es probable 
que el relevamiento que estamos haciendo nos indique dónde podemos poner el esfuerzo con recursos 
escasos. Por ejemplo, el programa Progresa de México, que es una aferencia en dinero condicionada, 
ha sido objeto de una evaluación que llevó dos años y tres seminarios internacionales. La verdad es que 
eso no lo podemos hacer. De todas maneras, surgen cosas que, a esta altura, resultan flagrantes. En 
general no encontramos duplicaciones con programas que dependen del Gobierno Central, pero sí es 
absolutamente flagrante la duplicación que existe entre los programas municipales y los programas 
nacionales; por distintas razones, son diferentes en el interior que en Montevideo. Probablemente, ese 
sea un punto que tengamos que atacar de manera decisiva y con mucha franqueza. Por suerte, el gasto 


público social de las Intendencias en el gasto público social total no alcanza a ser un 4%, pero es lo que 
salta a los ojos y genera una gran demanda de coordinación. Es un gran problema que habría que 
aislar a los efectos, por un lado, de atacarlo y, por otro, de no cometer el error de tener una visión 
general a partir de un caso particular. Por ejemplo, esa es una de las consecuencias que podrían surgir 
como recomendaciones de evaluación para atacar el problema muy grande y muy caro, con recursos 
escasos. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- De los primeros resultados que estamos viendo del relevamiento de los 
programas sociales, debo destacar algo que nos dejó bastante contentos a los técnicos, que es ver la 
congruencia entre lo que es la definición de estrategias a principio de Gobierno -lo que explicaba el 
contador acerca de la focalización sobre la infancia, sobre la tercera edad y sobre el tema salud- y las 
poblaciones realmente focalizadas a través de los programas: coinciden. Hay menos superposición de 
lo que uno pensaba en principio y también hay una coincidencia bastante importante entre la política 
definida como estrategia global de país y los hechos y los programas en el terreno. 


SEÑOR CONDE.- Hechas las solicitudes y agradeciendo la información que nos remitan, quería 
referirme a los temas de medición. Teniendo en cuenta que no hemos podido contar con mediciones 
actualizadas, deseo consultar cuál es la última medición de pobreza disponible y qué resultados está 
dando. Tengo entendido que no ha habido cambios en el diseño de la metodología, pero quisiera una 


precisión en ese sentido. 


Hace un año, aquí se hizo el comentario -no vamos a entrar en detalle sobre este tema porque lo podríamos 
conversar con la Comisión involucrada- de que se estaba procesando un relevamiento y una medición de la 
cantidad de personas que viven en asentamientos irregulares; sin embargo, desde hace un año no tuvimos 
más noticias sobre eso. Quiero saber si se cuenta con alguna información, medición o estimación en ese 
sentido, y sobre qué bases razonables se construye esa estimación de la cantidad de personas que en Uruguay 
viven actualmente en asentamientos. 


También quería consultar si el INE tiene algún tipo de medición o de estimación -si lo coordina con el 
Ministerio del Interior, con la Dirección Nacional de Migración o con algún otro organismo- respecto a datos 
de migración, fundamentalmente de emigración. 


Además de estas tres mediciones, en lo que hace a la medición de la calidad de empleo, deseo saber cómo se 
está procesando actualmente la información que nos permita tener una aproximación no a la cifra global de 
desempleo sino a la comprensión del fenómeno del desempleo parcial o del empleo informal y qué datos 
existen sobre ese tipo de fenómenos. 


SEÑOR ANDINA.- En realidad, lo que hacemos en el INE es construir estadísticas. 


El señor Diputado Mieres había hecho una afirmación en el sentido de que las estadísticas de pobreza no 
estaban actualizadas. Pero debo decir que, de hecho, sí están actualizadas. A partir de un compromiso 
asumido por el Instituto Nacional de Estadística en este mismo ámbito, éste hizo un enorme esfuerzo por 
perfeccionar una metodología y tiene una serie calculada desde la década de los ochenta que termina en 2001. 
O sea que las estadísticas están actualizadas hasta donde es posible, o sea, hasta el 31 de diciembre de 2002. 
En nuestra página web están disponibles las realizadas hasta 2001; fue algo que se difundió 
convenientemente. Pero supongo que la pregunta apunta a las estadísticas del año 2000. Los señores 
Diputados sabrán que se trata de estimaciones por muestreo que requieren determinados tamaños de muestra. 
En realidad, las estimaciones confiables requieren un año de procesamiento. Las estadísticas de pobreza 
correspondientes al 2002 se cierran el 31 de diciembre; la información se procesa en enero, en febrero y en 
marzo se consolida la información anual y en abril se publica. Es decir que estamos muy bien. El ritmo de 
trabajo del INE prevé que esa publicación se efectúe en el mes de abril y confiamos que así sea ya que está 
prácticamente lista; si bien ese trabajo todavía no está publicado, está pronto. Pero no son muy buenas las 
noticias. 


De manera que podemos decir que existe ese instrumento. La insistencia del señor Diputado Mieres ha sido 
recogida por el INE y, además, estaba en su plan de trabajo y lo estamos llevando adelante. No hay atrasos; el 
INE trabaja con plazos. 


En lo que refiere a los asentamientos, el Instituto realizó el primer relevamiento exhaustivo de asentamientos 
en 1998. Con posterioridad, se hizo una actualización a fines de 2000, que es el último dato con que se cuenta 
de carácter general sobre los asentamientos. Es una estimación realizada a través de fotografía aérea, de 
recuento y de interpretación; no es un relevamiento puerta a puerta. Estamos hablando de una operación 
costosa y el INE no ha tenido recursos como para llevar adelante una investigación de esa índole. 


Los asentamientos están perfectamente identificados, están mapeados -existen fotografías aéreas- y limitados. 
Me consta que el PIAI tiene un relevamiento exhaustivo de los grandes asentamientos, que son algo así como 
sesenta y siete; eso no lo hizo el INE. Confiamos en que aproximándose la fecha de realización del Recuento 
Nacional de Población y Vivienda, que es una etapa previa al censo de población... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué previsiones hay con respecto a la realización del censo? 


SEÑOR ANDINA.- En este momento el Gobierno está estudiando una iniciativa del INE tendiente a 
apresurar al máximo por lo menos la primera etapa de relevamiento exhaustivo, es decir, el recuento 
de población y viviendas. Lo habitual es que esta etapa de recuento previo sirva para organizar el 
relevamiento definitivo, pero en este caso estamos proponiendo que esa etapa de recuento tenga 
finalidades, aunque sean restringidas. Esto contesta lo que planteaba el señor Diputado Conde con 
respecto a la emigración; coincido con él en que en este momento es uno de los temas más preocupantes 
en el Uruguay. 


La información sobre emigración es muy fraccionaria. Se tiene información sobre las salidas; la información 
que brindan las tarjetas no es de confianza como para ser explotada; tampoco lo es la que brindan los datos 
sobre la expedición del pasaporte, todos sabemos que ha habido un movimiento muy grande en ese sentido. 
La única forma de estimar correctamente la emigración es calcular el saldo migratorio externo que requiere 
un relevamiento de tipo exhaustivo y es el que se está proponiendo hacer lo antes posible. Acá tenemos un 
problema de recursos, ya que estamos hablando de un relevamiento exhaustivo en todo el país, lo que 
requiere importantes recursos. Es imprescindible hacer este relevamiento, puesto que además, con 
posterioridad a este relevamiento que renueva el marco, habrá que hacer la nueva encuesta de gastos e 
ingresos de los hogares, ya que de ella está dependiendo la verdadera actualización de los datos de líneas de 
pobreza, de cuentas nacionales, etcétera. 


De manera que estas son las grandes tareas que el INE tiene previstas, que han sido planteadas por el 
Gobierno y que las está estudiando. De esta forma creo estar respondiendo a la pregunta del señor Diputado 
Conde, aunque si considera pertinente hacer otra con mucho gusto la responderé si está a mi alcance hacerlo. 


SEÑOR CONDE.- Entiendo que el señor Andina está respondiendo las preguntas, pero advierto que 
todos los datos están en un procesamiento muy preliminar. Cuando habla de que se ha hecho esta 
propuesta al Gobierno, creo que en definitiva esto dependerá de la voluntad política o de sus 
decisiones. 


En definitiva, aún no contamos con un marco de fechas manejable. 


En el caso de la emigración, no tenemos datos numéricos confiables. En el caso particular de los 
asentamientos, tuvimos referencias de este relevamiento fotogramétrico, pero no sabíamos si estaba 
terminado; en todo caso, pediríamos al PIAI que nos entregue la versión definitiva, porque hace tiempo que 
estamos esperando esa información. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Existe fecha para la realización del censo? 
SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- No, aún no. 


SEÑOR ANDINA.- Recordarán que el último censo de población se realizó en 1996, por lo que hay diez 
años de plazo para hacer otro censo. Es decir, no estamos atrasados ni la información que tenemos es 
vaga. 


Con respecto a la encuesta de gastos e ingresos de los hogares, la última se realizó en 1994-1995; a este 
respecto debo decir que no es que estemos atrasados sino, al contrario, por cuanto el INE ya tiene un plan de 
trabajo concreto. 


Por otra parte, en relación con la encuesta de hogares y de los cálculos vinculados con la pobreza, digo que 
no se trata de ninguna información en borrador y eso se publicará de acuerdo con una metodología que se 
puede consultar y que está perfectamente explicada con gran transparencia en nuestras publicaciones. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- El censo constituye un tema de 
preocupación. 


Nunca hicimos un censo en el año que correspondía; generalmente se ha planteado hacerlo en los años que 
terminan en cero y en el siglo XX no se hizo ninguno que se realizara en un año que terminara en cero, sino 
que fueron hechos en 1963, 1975, etcétera. 


Una alternativa para tratar de medir la población, coordinarla con los datos del MERCOSUR y tener un censo 
en el 2010, es hacer una medición de población y no estrictamente un censo detallado con los datos básicos, 
es decir, edad, sexo, personas integrantes de la familia, etcétera. O sea, se trata de hacerlo ahora y antes de los 
nuevos diez años, y cumpliendo con el del 2010, hacerlo en ese mismo año. 


Sin embargo, el 2010, de acuerdo con nuestro sistema electoral, es un año de cambio de gobierno y quizá no 
sea uno de los mejores para hacer un censo, aunque mucho peor es el año de elecciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediríamos a las autoridades de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
que nos entreguen la información disponible relacionada con la evaluación de Asignaciones Familiares 
y del SIAV y cuando esté la vinculada con el INDA, también sería bueno contar con ella. 


Cuando estamos hablando de políticas sociales en general -área que, como decía muy bien el economista 
Vera, es muy amplia-, la Comisión se refiere a una preocupación específica que está relacionada con la 
pobreza y ahí es donde aparecen los teléfonos descompuestos porque cuando nosotros estamos hablando de 
estrategias específicas para reducir la pobreza quizás en algún momento deberíamos discutirlo más en 
profundidad, ya que se trata de un capítulo muy particular y la sensación que uno tiene es que está presente, 
pero no como un foco en sí sino como parte de un conjunto de resultados de acciones vinculadas a distintas 
áreas y no como acciones concretas vinculadas con ese objetivo específico. De todos modos, es un asunto 
que tendremos que seguir trabajando. 


Agradecemos la presencia del Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de sus asesores. 
Se levanta la reunión. 


(Es la hora 16 y 16) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


